ACCIÓN DE TUTELA - Ante la mora judicial en el trámite de verificación de cumplimiento de la orden de amparo popular / MORA JUDICIAL JUSTIFICADA - Alta carga laboral / IMPULSO PROCESAL POR PARTE DE LA AUTORIDAD JUDICIAL / SOLICITUD DE LICENCIA DE CONSTRUCCIÓN EN LA RESERVA DE LOS CERROS ORIENTALES DE BOGOTÁ / APROBACION DE LOS LINEAMIENTOS TÉCNICOS DEL CONCEPTO AMBIENTAL FRENTE A LICENCIAS DE CONSTRUCCIÓN Y URBANISMO - Por los integrantes del comité de verificación de cumplimiento del fallo popular / AUSENCIA DE VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES

¿La acción de tutela es procedente para ordenar el impulso procesal dentro del trámite de verificación de cumplimiento de una sentencia de amparo de derechos colectivos?. (…) Considera la Sala que pese a que ha transcurrido tiempo sin que se haya realizado la audiencia de verificación de cumplimiento del fallo popular, en el que se decida acerca de los lineamientos propuestos por la CAR y la SDA para expedir licencias de construcciones o urbanísticas (lo cual tiene incidencia en la petición elevada por el accionante ante la Curaduría N° 1 de Bogotá), se advierte que, según lo informó el Tribunal accionado, tuvo que ver el hecho que no cuenta con el expediente respectivo en tanto el mismo fue remitido al Consejo de Estado en calidad de prestado desde hace más de un año, no obstante, fijaron para el 27 de agosto de 2018, la celebración de la misma, por tanto, no se evidencia una situación contraria a derecho o una demora injustificada por parte del Tribunal Administrativo de Cundinamarca.  Además, no desconoce la Sala que existen hechos imprevisibles o insuperables como el trámite de múltiples procesos de carácter constitucional u ordinarios, los cuales deben ser evacuados por los distintos despachos judiciales del país conforme a un orden de prelación que garantice la igualdad, el debido proceso y el acceso a la administración de justicia de los interesados, situación que explica el tiempo transcurrido para dar trámite e impulso procesal al proceso cuestionado en sede de tutela. (…) Ahora, en lo que tiene que ver con la pretensión respecto de la Secretaría Distrital de Ambiente y la Corporación Autónoma Regional para que emitan el concepto técnico requerido por la Curaduría Urbana N° 1, para que esta pueda decidir acerca de la solicitud de licencia de construcción para obra nueva presentada por el actor, la Sala advierte, que tal como se puede observar del recuento de las actuaciones judiciales y administrativas adelantadas en el asunto, las entidades han actuado en el marco de sus competencias, estando a la espera de lo decidido en la respectiva audiencia de verificación del cumplimiento del fallo popular y se decida acerca de los lineamientos por estas propuestos para la expedición de licencias de construcción o urbanísticas.

CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN SEGUNDA

SUBSECCIÓN B

Consejera ponente: SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ
Bogotá, D.C., veintitrés (23) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)
Radicación número: 11001-03-15-000-2018-02409-00(AC)
Actor: LUIS FERNANDO DE GUZMAN MORA
Demandado: SUBSECCIÓN B DE LA SECCIÓN SEGUNDA DEL TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA
La Sala procede a decidir la acción de tutela
 presentada por el señor Luis Fernando de Guzmán Mora, a través de apoderado judicial, contra la subsección B de la sección segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, por la presunta vulneración de sus derechos fundamentales, ante la falta de respuesta a la solicitud efectuada al interior del trámite de verificación de cumplimiento de la orden de amparo popular emitida dentro del expediente 2005-00662, del caso de “Cerros Orientales de Bogotá”, relacionada con la expedición de un concepto técnico requerido para decidir acerca de la licencia de construcción peticionada por él, ante la Curaduría Urbana N° 1 de Bogotá.

EL ESCRITO DE TUTELA

Para una mejor comprensión del asunto, la Sala se permite resumir de la siguiente forma los supuestos fácticos y jurídicos planteados por la parte demandante
:
La subsección B de la sección segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca y la sala plena de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, mediante sentencias de 26 de septiembre de 2006 y 5 de noviembre de 2013, decidieron la acción popular 2005-00665, en la que se emitió orden de amparo de derechos colectivos en relación con construcciones en los cerros orientales de Bogotá. 

En auto de 9 de agosto de 2016, expedido dentro del trámite de verificación de cumplimiento de la referida orden de amparo popular, el Tribunal de conocimiento señaló que «en el trámite de los procesos de licenciamiento y previo al otorgamiento de la licencia, los Curadores Urbanos y la Secretaría Distrital de Ambiente, […], para que indiquen si la licencia solicitada atenta contra los recursos hídricos y la biodiversidad existentes en la Reserva Forestal Protectora “Bosque Oriental Bogotá […]».

El señor Luis Fernando de Guzmán Mora, el 19 de octubre de 2017, en calidad de propietario del predio ubicado en la Carrera 7 N° 245-60, Lote 6, Urbanización Bosques de Torca de la Alcaldía de Usaquén, radicó ante la Curaduría Urbana N° 1 de Bogotá, solicitud de una licencia de construcción para obra nueva; al respecto, y en atención al referido auto de 9 de agosto de 2016, dicha entidad mediante oficios SCE 17-1-00257 y 17-1-00258 solicitó a la Secretaría Distrital de Ambiente y a la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca (CAR), concepto técnico acerca de la viabilidad de la licencia peticionada. 
La CAR en atención al anterior requerimiento, mediante oficio 20172160915, manifestó a la Curaduría, que «según lo acordado el 20 de noviembre del año citado, en reunión del Comité de seguimiento del fallo correspondiente, […], se iniciaría el proceso de evaluación del expediente para emitir el concepto requerido. Por su parte, la Secretaría Distrital de Ambiente, al respecto, a través de oficio 2018EE03666 de 9 de enero de 2018, señaló que «en el proceso de articulación entre las dos autoridades ambientales hemos concluido que es necesario que el Despacho Judicial […] avale o imparta los lineamientos para la emisión de los conceptos técnicos».

Las autoridades ambientales, presuntamente, requirieron al doctor Alberto Espinosa Bolaños, en calidad de magistrado de conocimiento, para que se pronuncie acerca de los lineamientos para la emisión del mencionado concepto técnico, sin que a la fecha ello hubiere sucedido.  

Ante la falta de pronunciamiento por parte del Tribunal accionado, ni la CAR ni la Secretaría Distrital de Ambiente han emitido el informe técnico requerido, por lo que la Curaduría N° 1, mediante auto AST 18 1 00001 del 12 de enero de 2018, resolvió suspender los términos de trámite para la expedición de la licencia de construcción pretendida por el acto. 
En conclusión, la parte actora aduce la vulneración de sus derechos fundamentales, en tanto a la fecha está más que superado el término dispuesto para que las autoridades suministren la información que se les requiere.   

Pretensión.

Con fundamento en la situación fáctica expuesta, la parte actora solicita que, en amparo de los derechos fundamentales cuya protección se invoca:

«[…], ordenar al doctor ALBERTO ESPINISA BOLAÑOS, Magistrado del TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAARCA, SECCIÓN SEGUNDA, SUBSECIÓN B, en su condición de Presidente del Comité de Verificación de cumplimiento del fallo CERROS ORIENTALES, […], que en el término perentorio de 48 horas a partir de que se profiera la sentencia, producto de la presente acción se pronuncie sobre el requerimiento que le hicieron la CAR y la Secretaría Distrital de Ambiente, para que, si es necesario la CAR, y la Secretaría Distrital de Ambiente, para que, si es necesario, avale o imparta los lineamientos para la emisión de los conceptos técnicos […] requeridos para el trámite de la solicitud de licencia de construcción radicada por mi mandante ante la Curaduría Urbana No. 1 de Bogotá, el 19 de octubre de 2017, bajo el expediente No. 17-1-1029.

[…] Ordenar a la CORPORACIÓN AUTONOMOMA REGIONAL DE CUNDINAMARCA-CAR- y a la SECRETARIA DISTRITAL DE AMBIENTE, que emitan CONCEPTO (informe técnico) requerido el 28 de noviembre de 2017, por la Curadora Urbana No. 1 (P) de Bogotá, para continuar y decidir la petición de licencia de construcción que le radicó mi mandante.»      
ACTUACIÓN PROCESAL DE INSTANCIA

Mediante auto de 23 de julio de 2018
, el despacho ponente del presente asunto admitió la acción de tutela de la referencia, ordenó notificar a los magistrados de la subsección B de la sección segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, al director de la Corporación Autónoma Regional y al Secretario Distrital de Ambiente, como accionados, de conformidad con lo establecido en el artículo 13 y concordantes del Decreto 2591 de 1991.

INFORMES RENDIDOS EN EL PROCESO

Subsección B de la sección segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca

El magistrado
 conductor del trámite popular cuestionado, quien asumió su conocimiento a partir del 1.° de diciembre de 2016, mediante informe de 2 de agosto de 2018
, luego de señalar los antecedentes que dieron origen  a las órdenes de amparo popular emitidas en el expediente 2005-00662, señaló que:

«[…] Por tanto, respecto a los procesos de licenciamiento en la Franja de Adecuación, deberá tenerse en cuenta que para la concreción efectiva del “derecho adquirido”, en el caso de licencias de urbanización y construcción, es claro que se efectúa mediante el otorgamiento de las licencias correspondientes por arte de los Curadores Urbanos de Bogotá y la Secretaría Distrital de Planeación, quienes deben determinar la existencia del derecho adquirido conforme a la sentencia proferida por el Consejo de estado el 5 de noviembre de 2013 y el auto de 9 de agosto de 2016. Por tanto, no le es dable a la administración ni a los particulares que ejercen funciones públicas, exigir autorizaciones, requisitos, permisos, certificaciones, conceptos o constancias que no estén previstos taxativamente en la ley, ni crear o establecer trámites, requisitos o permisos para el ejercicio, ni exigir la presentación de documentos de competencia de otras autoridades. Sin embargo, en audiencia celebrada el 21 de abril de 2016 el Comité de Verificación acordó que la Personería de Bogotá intervendrá en calidad de Ministerio Publico en el evento de tramitarse licencia urbanística en cualquier modalidad, según lo dispuesto en la Resolución No. 230 de 8 de abril de 2016 “Por la cual se modifica la Resolución 050 de 2014 que reglamenta la función del Ministerio Público ante las Curadurías Urbanas de Bogotá, D.C.”.

De ahí, se indicó que en el trámite de los procesos de licenciamiento y previo al otorgamiento de la licencia, los Curadores Urbanos y la Secretaría Distrital de Planeación, deberán oficiar a la Corporación autónoma regional CAR y la Secretaría Distrital de Ambiente, sin distinción de la naturaleza del suelo, si urbano o rural, para que indiquen si la licencia solicitada atenta contra los recursos hídricos y la biodiversidad existente en la Reserva Forestal protectora “Bosque Oriental de Bogotá”, en atención a lo dispuesto en el artículo 2.2.6.1.2.2.5 del Decreto 1077 de 26 de mayo DE 2015 “Por medio del cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sector Vivienda, Ciudad y territorio”.

Aclarado lo anterior, en cumplimiento de lo acordado por el Comité de Verificación a Secretaría Distrital de Ambiente y la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR, presentaron el 5 de junio de 2018 ante este Despacho un documento conjunto sobre los lineamientos que debía tener el citado concepto, por lo que el 18 de junio del corriente se envió dicha documentación por correo electrónico a los miembros del Comité de Verificación para que en la próxima audiencia que va a realizarse el 27 de agosto a las 8:30 a m se va a decidir en conjunto si se aceptan o no dichos lineamientos. […]»

Corporación Autónoma Regional (CAR) 

La entidad solicitó negar la solicitud de amparo
, al señalar que no ha vulnerado derecho fundamental alguno; al respecto, luego de realizar un recuento de las actuaciones adelantadas en el trámite de la verificación del cumplimiento de la orden popular contenida en la sentencia de 5 de noviembre de 2013, proferida por la sala plena del Consejo de Estado, en cuanto a las inconformidades manifestadas por la parte actora, explicó:

«[…] 3. Teniendo en cuenta que el Magistrado ordenó que los conceptos previos debían darse en conjunto, entre ambas autoridades ambientales (Secretaria Distrital ambienta y CAR), sin distinción a la jurisdicción en que se localice el proyecto objeto de licenciamiento, se decidió por parte del Director General de la CAR y del Secretario Distrital de Ambiente instalar una mesa técnica entre ambas entidades, para definir unos lineamientos técnicos a los cuales deben someterse las entidades para emitir dichos conceptos.

4. Es de anotar que dentro del trámite de licenciamiento de construcción, no está reglamentado este requisito del concepto previo ambiental, ni en el Decreto 1077 de 2015, reglamentario del sector vivienda, ni en ninguna otra norma jurídica, por lo tanto se trata de una situación sui generis y excepcional producto de la necesidad y el deber imperioso que tiene el Tribunal Administrativo de Cundinamarca  obrando como Juez Constitucional de proteger y garantizar la conservación de la Reserva de los Cerros orientales y evitar que continúe su degradación. Se constituyen por tanto, estos conceptos previos ambientales en un requisito que encuentran sustento en una orden judicial, mas no legal, necesarios únicamente dentro de los trámites de licenciamiento que se adelanten en relación con la Reserva y su franja de adecuación, por ello no puede ser aplicable el plazo legal de carácter general contemplado en los artículos 2.2.6.1.2.2.5 y 2.2.6.1.2.3.1 del Decreto 1077 de 2015, ni tampoco el término previsto en el artículo 99 de la Ley 388 de 1997, porque estos son plazos generales, más no excepcionales para este caso concreto.

[…] Es por la razón anterior que se hizo necesario fijar estos lineamientos, sin embargo no es cierto que los lineamientos fijados por esta Entidades contemplen la necesidad de contar con aprobación previa del concepto técnico por parte del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, lo que ha comunicado la CAR a los diferentes solicitantes de licencias ante las Curadurías es que solicitaron al Magistrado Ponente una audiencia para exponerle el documento que contiene los criterios para emitir el concepto, con el fin de ser aprobado y autorizado dicho documento y así reglamentar en conjunto con la autoridad judicial el trámite de dichos conceptos, ya que el mismo se origina precisamente por la orden dada en la Sentencia y en os autos emitidos en ejercicio de la labor del Tribunal de verificación de cumplimiento del fallo. […]»           
Secretaría Distrital de Ambiente
La entidad, actuando a través de la directora legal ambiental, mediante escrito de 3 de agosto de 2018
, luego de realizar un recuento de la situación fáctica en términos similares a los expuestos por la CAR en su informe,  solicitó que se declare la improcedencia de la acción de tutela, en tanto no puede pretender acudir a este mecanismo constitucional para obtener el cumplimiento de la providencia proferida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

CONSIDERACIONES

Atendiendo a los argumentos expuestos en el escrito de tutela y a las pruebas que obran en el expediente se decidirá el asunto sometido a consideración en el siguiente orden: la competencia para decidir el recurso de amparo, determinación del problema jurídico, de los derechos de acceso a la administración de justicia y debido proceso, procedencia de la acción de tutela para su protección, y del caso concreto.

Competencia.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política y el numeral 5 del artículo 2.2.3.1.2.1. del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1.° del Decreto 1983 de 2017
, en cuanto estipula que «Las acciones de tutela dirigidas contra […] Tribunales serán repartidas, para su conocimiento en primera instancia, al respectivo superior funcional de la autoridad jurisdiccional accionada», esta Sala es competente para conocer de la presente acción constitucional contra la subsección B de la sección segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

Problema Jurídico.

En el presente asunto el problema jurídico consiste en determinar si: ¿la acción de tutela es procedente para ordenar el impulso procesal dentro del trámite de verificación de cumplimiento de una sentencia de amparo de derechos colectivos?

De los derechos de acceso a la administración de justicia y el debido proceso sin dilaciones. Procedencia de la acción de tutela para su protección.

La Constitución Política de 1991 refleja una organización estatal delineada a manera de estado social y constitucional de derecho. Ninguno de los adjetivos que califican esa forma política debe considerarse vacío, o como una consigna política sin efecto práctico. El Estado es de derecho porque las autoridades guían sus actuaciones a partir de reglas de juego previamente definidas y provenientes del legislador democráticamente electo; es social porque se compromete con la prestación de servicios públicos, la eficacia de los derechos sociales y la esfera material de la igualdad; y es constitucional porque toda la estructura estatal está diseñada para hacer eficaces los derechos de los ciudadanos, que operan como límites (obligaciones de abstención) y vínculos (obligaciones positivas) para las autoridades públicas.

La eficacia de los derechos constitucionales es entonces un rasgo definitorio del estado colombiano. El principio de eficacia indica que la consagración retórica de un derecho, aunque necesaria, no constituye por sí misma una garantía del mismo, si la persona no cuenta con los instrumentos jurídicos para perseguir la satisfacción de su contenido o para lograr su goce efectivo. Por ello, el artículo 2º de la Constitución Política establece el mandato de eficacia de los derechos, deberes y obligaciones contenidos en la norma fundamental; el artículo 5º determina la prevalencia de los derechos inherentes del hombre, cláusula que debe ser leída en armonía con el artículo 93 de la carta que dota de fuerza normativa constitucional a los tratados de derechos humanos; el artículo 4º afirma la prevalencia de las normas constitucionales y, por lo tanto, de los derechos fundamentales; y los artículos 29 y 228 definen, respectivamente, los derechos al debido proceso y el acceso a la administración de justicia.

De conformidad con la jurisprudencia constitucional, el acceso a la administración de justicia es un derecho fundamental. Esa consideración se explica porque es condición para el ejercicio de todos los demás derechos, siempre que su eficacia o fuerza normativa se vea amenazada y porque representa una herramienta para la erradicación de toda posible arbitrariedad proveniente de las autoridades. En ese sentido, el ordenamiento jurídico colombiano otorga a todas las personas la titularidad del derecho a la administración de justicia y a un recurso judicial efectivo (artículo 25 de la convención americana sobre derechos humanos). 

El acceso a la administración de justicia, tal como lo ha explicado la Corte Constitucional, no se agota con la posibilidad de que los ciudadanos presenten sus pretensiones (o excepciones) ante los jueces, pues exige la adecuada observación de las pruebas; la aplicación de las normas legales y los principios constitucionales pertinentes para la solución de la controversia; el compromiso del funcionario para asegurar la justicia material y, la declaración de la vulneración de los derechos, así como la adopción de las medidas adecuadas para su reparación o protección.

Además, en armonía con el artículo 29 de la Constitución Política, todo ello debe ocurrir dentro de un término razonable. En ese sentido, el artículo citado dispone que toda persona tiene derecho a un debido proceso sin dilaciones injustificadas. De esa manera, además del derecho a acceder a una respuesta judicial, las personas son titulares del derecho fundamental autónomo a que esa solución se produzca en un plazo adecuado.

La razonabilidad de ese plazo se encuentra establecida, en principio, por el legislador, mediante la definición de los términos procesales. Por ello, la Constitución Política ordena a la administración de justicia, o a los funcionarios que la ejercen, acatarlos de manera estricta. De otra forma, la oportunidad para solucionar una controversia quedaría al arbitrio de cada funcionario, afectando no sólo el derecho al recurso judicial efectivo sino cada uno de los bienes que se pretendan proteger en el proceso, incluido el de la igualdad de todas las personas que acuden a la administración de justicia en procura de una solución pacífica a las controversias sociales.

Sin embargo, no toda tardanza o incumplimiento de un término judicial constituye una vulneración de los derechos fundamentales al debido proceso y acceso a la administración de justicia; como claramente lo prescribe el artículo 29 de la Constitución Política, sólo la tardanza injustificada acarrea su desconocimiento. En ese orden de ideas, si bien la regla general es que los jueces cumplan los términos rigurosamente, pueden configurarse excepciones a ese deber, siempre que se encuentre suficiente motivación constitucional para ello. Esas excepciones deberán ser analizadas en el marco de cada caso, y sólo serán aceptables cuando, a pesar de la diligencia y celeridad del juez, existan hechos imprevisibles o insuperables que le impidan cumplirlos.

En ese sentido, la invocación de la congestión judicial no es, por sí sola, motivo suficiente para relevar al juez de su deber de definir los procesos dentro de los términos previstos por el legislador. Es preciso que el análisis de una situación específica de mora judicial tome en cuenta, de una parte, la importancia del cumplimiento de los plazos procesales para la eficacia de los derechos fundamentales; y, de otra parte, las eventuales circunstancias de justificación de una tardanza determinada, y la necesidad de que las sentencias o decisiones, en general, se adopten no sólo de manera oportuna, sino que además sean materialmente justas y acordes con las normas legales y los principios constitucionales.

Finalmente, es oportuno recordar que la acción de tutela procede contra toda actuación que amenace o vulnere derechos fundamentales, siempre que no haya otro recurso idóneo y efectivo en el ordenamiento para su protección, incluidas aquellas propias de las autoridades judiciales. Por ello, con independencia de las sanciones disciplinarias a que haya lugar por motivos de mora judicial, la tutela es un recurso procedente para asegurar la vigencia de los derechos al acceso a la administración de justicia, el debido proceso sin dilaciones injustificadas, y el recurso judicial efectivo, bajo los parámetros de análisis sentados en los párrafos precedentes. 

Caso concreto.

En el presente asunto, la inconformidad del accionante está relacionada con la falta de pronunciamiento de la subsección B de la sección segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, ante los requerimientos efectuados por parte de la Secretaría Distrital de Ambiente y la CAR, dentro del trámite de verificación de cumplimiento de la sentencia de amparo popular del caso “Cerros Orientales de Bogotá”, cuya respuesta, asegura, tiene incidencia directa en la solicitud elevada por él, ante la Curaduría Urbana N° 1, con el fin de obtener una licencia de construcción de obra nueva.

De esta manera, es necesario realizar un análisis de las actuaciones procesales desarrolladas al interior del referido trámite de cumplimiento, de acuerdo con la información suministrada por las partes, así como de las pruebas alegadas al expediente:

- En el expediente popular 2005-00662, caso “Cerros Orientales de Bogotá”, la sala plena del Consejo de Estado, en sede segunda instancia, profirió sentencia el 5 de noviembre de 2013, en la que resolvió:
«1. CONFÍRMASE el numeral 1° de la sentencia proferida el 29 de septiembre de 2006 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B”, en cuanto declaró responsable de la violación de derechos colectivos al Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, a la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR y al Distrito Capital. 

2. MODIFÍCASE en todo lo demás la sentencia proferida el 29 de septiembre de 2006 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Segunda, Subsección “B”, la cual quedará así:

1. AMPÁRANSE los siguientes derechos colectivos que, de acuerdo con lo dispuesto en la parte motiva de la sentencia, fueron vulnerados por parte del Ministerio de Ambiente, Vivienda y Desarrollo Territorial, la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR y el Distrito Capital de Bogotá: 

i) El goce de un ambiente sano; 

ii) La existencia del equilibrio ecológico y el manejo y aprovechamiento racional de los recursos naturales para garantizar su desarrollo sostenible, su conservación, restauración o sustitución. La conservación de las especies animales y vegetales, la protección de áreas de especial importancia ecológica, de los ecosistemas situados en las zonas fronterizas, así como los demás intereses de la comunidad relacionados con la preservación y restauración del medio ambiente; 

iii) La realización de construcciones, edificaciones y desarrollos urbanos respetando las disposiciones jurídicas, de manera ordenada, y dando prevalencia al beneficio de la calidad de vida de los habitantes; y
v) La seguridad y prevención de desastres previsibles técnicamente. 

2. ORDÉNASE conjuntamente al Ministerio de Ambiente, a la CAR y al Distrito Capital de Bogotá, respetando el ámbito material y funcional de sus respectivas competencias que ha sido definido en las normas jurídicas vigentes:
2.1. Elaborar, ejecutar y financiar solidariamente, dentro del término de un (1) año, contado a partir de la ejecutoria de esta sentencia, un “Plan de manejo del área de canteras, vegetación natural, pastos, plantaciones de bosques y agricultura, de la franja de adecuación”, en el área de “canteras”, “vegetación natural”, “pastos”, “plantaciones de bosque”, “agricultura”, ubicada en la franja de adecuación, y que corresponde al área de ocupación pública prioritaria, con el objeto de proyectar una gran zona de aprovechamiento ecológico para los habitantes de la ciudad, de modo que compense los perjuicios ambientales sufridos por los habitantes de la ciudad y asegure los derechos a la recreación, el deporte y el aprovechamiento del tiempo libre, previstos en el artículo 52 de la Constitución Política. 
Esta zona de aprovechamiento ecológico deberá entrar en funcionamiento con todos lo elementos recreativos que resulten de este plan, a más tardar dentro de los 24 meses siguientes a la ejecutoria de este fallo.
2.2. Respetar los derechos adquiridos, en la forma como ha quedado definido en la parte considerativa, a quienes obtuvieron licencias de construcción y/o construyeron legalmente en la franja de adecuación y en la “zona de recuperación ambiental”, ubicada dentro de la reserva forestal protectora, antes de la anotación registral de la afectación a la reserva del predio respectivo. 

No obstante lo anterior, no se reconocerán los derechos adquiridos si se demuestra que, a pesar de no existir una anotación registral dentro de la historia traditicia del inmueble que lo afectara a la reserva forestal protectora, por actuaciones se deduzca inequívocamente que el propietario, poseedor o tenedor del inmueble conocía la afectación que pesaba sobre el inmueble en cuanto a la existencia de la reserva.
Igualmente, se advierte que lo dicho no excluye la posibilidad de que puedan negociarse directamente o, en su lugar, expropiarse predios ubicados dentro de la zona de reserva forestal protectora – no en la franja de adecuación -, que revistan especial importancia ecológica que amerite que su propiedad sea Estatal.
2.3. No conceder nuevas licencias, autorizaciones o permisos que permitan el desarrollo urbanístico o de construcción en la reserva forestal protectora; y observar estrictamente lo dispuesto en la Ley 1450 de 2011326 y los Decretos 2372327 y 2820328, ambos de 2010, o aquellas normas que los modifiquen o aclaren, respecto de los usos permitidos en el área forestal protectora; así como lo dispuesto en los artículos 34 de la Ley 685 de 2001 y 204 de la Ley 1450 de 2011, que prohíben tajantemente desarrollar actividades mineras en dichas áreas. Bajo ninguna circunstancia podrán adelantarse actividades mineras en la reserva forestal protectora, a partir del presente fallo.

2.4. Elaborar, ejecutar y financiar solidariamente, dentro del marco de sus competencias, un Plan que permita preservar, conservar y recuperar los recursos hídricos y la biodiversidad existente en la reserva forestal protectora “Bosque Oriental de Bogotá. 

3. ORDÉNASE al Ministerio de Ambiente: 

3.1. Señalar, dentro de los seis (6) meses siguientes a la ejecutoria de esta providencia, las actividades que ocasionan bajo impacto ambiental y que además generan beneficio social, de manera tal que se pueden desarrollar en las áreas de reserva forestal, sin necesidad de efectuar la sustracción de las mismas, en cumplimiento de lo dispuesto en el parágrafo 2° del artículo 204 de la Ley 1450 de 2011329.

3.2. Fijar, dentro de los seis (6) meses siguientes a la ejecutoria de esta providencia, las tasas compensatorias, estableciendo tarifas diferenciales, según el estrato socioeconómico a que pertenece el predio respectivo ubicado en la Zona de Recuperación Ambiental. Estas tasas estarán destinadas a compensar los gastos de mantenimiento de la renovabilidad de los recursos naturales renovables, con base en los métodos y sistemas que para la determinación de los costos y beneficios fijó el legislador en el artículo 42 de la Ley 99 de 1993, en cumplimiento del mandato constitucional consignado en el artículo 338 de la Constitución Política. 

4. ORDÉNASE al Distrito Capital de Bogotá:

4.1. Elaborar, dentro del término de seis (6) meses, contado a partir de la ejecutoria de esta sentencia, un “Plan de reubicación de asentamientos humanos”, cuyo objeto será la reubicación de los asentamientos que amenacen ruina, se encuentren ubicados en la franja de adecuación y en la reserva forestal protectora y comporten riesgo no mitigable. Este Plan deberá definir (i) las áreas que comportan riesgo no mitigable; (ii) los asentamientos humanos que pueden verse afectados; (iii) las medidas que se pueden adoptar para la reubicación; y (iv) el cronograma de actividades que se deberá seguir para el efecto.

4.2. El Alcalde Distrital deberá presentar ante el Concejo Distrital un proyecto de reforma al Plan de Ordenamiento Territorial, dentro de los seis (6) meses siguientes a la ejecutoria de esta sentencia, de tal manera que la reglamentación de los usos del suelo tanto en la franja de adecuación, como en el área de la reserva forestal protectora denominada “Bosque Oriental de Bogotá”, esté conforme con lo dispuesto en este fallo.
4.3. Proceder, de forma inmediata, al trámite de normalización de las urbanizaciones que definitivamente queden excluidas del área de reserva, a fin de garantizar que su población pueda acceder a una infraestructura de servicios públicos que garantice la salubridad pública. 

5. ORDÉNASE a la CAR modificar, dentro de los seis (6) meses siguientes a la ejecutoria de esta providencia, el Plan de Manejo Ambiental de la reserva forestal protectora “Bosque Oriental de Bogotá” comprendido en la Resolución 1141 de 2006, de conformidad con lo dispuesto en esta sentencia.

6. ORDÉNASE a los propietarios, poseedores y tenedores de predios ubicados en la Reserva Forestal Protectora “Bosque Oriental de Bogotá” y en la franja de adecuación i) abstenerse de realizar conductas que perjudiquen el área protegida, ii) acatar cabalmente la normativa ambiental y iii) velar por la integridad de la reserva, informando oportunamente a la autoridad policial acerca de cualquier conato de asentamiento o acto que atente contra ella. 

7. ORDÉNASE a los Curadores Urbanos de Bogotá D.C., observar en forma estricta la normatividad ambiental; abstenerse de conceder nuevas licencias, autorizaciones o permisos que faciliten el desarrollo urbanístico o de construcción en el área de la reserva forestal protectora; y abstenerse de incurrir en las acciones u omisiones que llevaron a la violación de derechos colectivos, so pena de hacerse acreedores de las sanciones legales.
[…]

11. CONFÓRMASE un Comité de Verificación, que hará seguimiento a lo ordenado en este fallo y estará integrado por el Procurador General de la Nación o su delegado; el Ministro del Medio Ambiente o su delegado; el Alcalde Mayor de Bogotá o su delegado; el Director de la Corporación Autónoma Regional de Cundinamarca – CAR o su delegado; el Comandante de la Policía Metropolitana de Bogotá o su delegado; el Personero Distrital de Bogotá o su delegado, el Contralor Distrital de Bogotá o su delegado, el Gerente de la Empresa de Acueducto y Alcantarillado de Bogotá o su delegado, el Superintendente de Notariado y Registro o su delegado; la ONG Cerros Orientales de Bogotá y la señora Sonia Andrea Ramírez Lamy. 

El a quo deberá celebrar audiencias públicas de verificación y evaluación de lo ordenado en este fallo, mínimo una vez al año, con los miembros del Comité, a fin de garantizar el cabal cumplimiento del mismo.
[…]»

- Mediante auto de 9 de agosto de 2016, el Tribunal de conocimiento durante el trámite de verificación de cumplimiento de la referida orden de amparo, entre otras cosas, señaló:
« […] Las licencias que se expidan al amparo de la Resolución 463 de 2005 deben ejecutarse sin afectación al suelo y a los recursos protegidos.

Se requiere concepto previo de la CAR y de la SDA, sin distinción a la naturaleza del suelo, para que indiquen si la licencia atenta contra los recursos protegidos en el fallo, que para todos los efectos son: recursos hídricos y la biodiversidad.

En ningún caso se pueden conceder licencias en la modalidad de ampliación dentro de la reserva.»  

- En atención a la anterior decisión, la CAR y la SDA instalaron una mesa técnica conjunta, para definir los lineamientos técnicos a los cuales deben someterse las entidades para emitir dichos conceptos
. 

- El 30 de mayo de 2018, la CAR radicó ante la secretaría del Tribunal accionado, el documento resultante denominado «Criterios para la evaluación de daño sobre recursos hídricos y biodiversidad con respecto a licencias de construcción en cumplimiento de la acción popular 2005-66- Cerros Orientales», el cual fue puesto en conocimiento de los integrantes del comité de verificación de cumplimiento del pluricitado fallo popular, mediante correo electrónico de 18 de junio de 2018, por parte de la autoridad judicial. 
- Para el día 27 de agosto de 2018, se fijó audiencia de verificación de cumplimiento, para determinar la aceptación o no de los lineamientos presentadas. 

- El día 19 de octubre de 2017, el actor peticionó ante la Curaduría Urbana N° 1, con radicado 17-1-1029, solicitud de licencia de construcción para obra nueva, en calidad de propietario del predio ubicado en la Carrera 7 N° 245-60, lote 6, de Bogotá.

- En atención a la solicitud, la Curaduría urbana N° 1 mediante oficios SCR 17-1-00257 y 17-1-00258, a su vez, peticiona ante la CAR y la SDA, concepto técnico en los términos del auto de 9 de agosto de 2016, proferido por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca (anteriormente referido).  

- Mediante oficio 2018EE03666, la SDA le informa a la Curaduría N° 1 acerca la solicitud que «es necesario solicitarle al Despacho Judicial que avale o imparta los lineamientos para emisión de los conceptos técnicos requeridos en el marco del cumplimiento del fallo de la acción popular de cerros orientales […]».

- Por su parte, la CAR a través de oficio 20182102729 de 19 de enero de 2018, le informó a la Curaduría que teniendo en cuenta que, junto con la SDA, solicitaron ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca una reunión con el fin de exponer los lineamientos técnicos frente a licencias de construcción y urbanismo, y que una vez la misma se lleve a cabo, se emitirá el concepto técnico requerido. 
- La SDA con radicado 2018EE130383 de 6 de junio de 2018, le informó al accionante el trámite adelantado con el fin de rendir el respectivo informe técnico.
Del análisis de las actuaciones señaladas, considera la Sala que pese a que ha transcurrido tiempo sin que se haya realizado la audiencia de verificación de cumplimiento del fallo popular, en el que se decida acerca de los lineamientos propuestos por la CAR y la SDA para expedir licencias de construcciones o urbanísticas (lo cual tiene incidencia en la petición elevada por el accionante ante la Curaduría N° 1 de Bogotá), se advierte que, según lo informó el Tribunal accionado, tuvo que ver el hecho que no cuenta con el expediente respectivo en tanto el mismo fue remitido al Consejo de Estado en calidad de prestado
 desde hace más de un año, no obstante, fijaron para el 27 de agosto de 2018, la celebración de la misma, por tanto, no se evidencia una situación contraria a derecho o una demora injustificada por parte del Tribunal Administrativo de Cundinamarca. 

Además, no desconoce la Sala que existen hechos imprevisibles o insuperables como el trámite de múltiples procesos de carácter constitucional u ordinarios, los cuales deben ser evacuados por los distintos despachos judiciales del país conforme a un orden de prelación que garantice la igualdad, el debido proceso y el acceso a la administración de justicia de los interesados, situación que explica el tiempo transcurrido para dar trámite e impulso procesal al proceso cuestionado en sede de tutela.

Sin perjuicio de lo expuesto, de manera pedagogía se le informa a la parte actora, que ante presunta moras judiciales injustificadas, de considerarlo pertinente, puede acudir a la vigilancia judicial, tal como lo consideró la subsección A de la sección segunda de esta Corporación en decisión de tutela de 10 de mayo de 2018
, en los siguientes términos: 

«[…] Aunado a lo anterior, la accionante cuenta con otros medios de defensa a su alcance para solicitar la decisión en forma pronta, esto es, la vigilancia judicial administrativa, la queja disciplinaria etc.

En efecto, el artículo 101-6 de la Ley 270 de 1996, reglamentado por el Acuerdo PSAA11-8113 del 4 de mayo de 2011
, de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, atribuyó como función a las Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura la de «ejercer la vigilancia judicial administrativa para que la justicia se administre oportuna y eficazmente, y cuidar del normal desempeño de las labores de funcionarios y empleados de los despachos judiciales ubicados en el ámbito de su circunscripción territorial»; mecanismo que goza de procedimiento preferente o sumario para su resolución […]»

Ahora, en lo que tiene que ver con la pretensión respecto de la Secretaría Distrital de Ambiente y la Corporación Autónoma Regional para que emitan el concepto técnico requerido por la Curaduría Urbana N° 1, para que esta pueda decidir acerca de la solicitud de licencia de construcción para obra nueva presentada por el actor, la Sala advierte, que tal como se puede observar del recuento de las actuaciones judiciales y administrativas adelantadas en el asunto, las entidades han actuado en el marco de sus competencias, estando a la espera de lo decidido en la respectiva audiencia de verificación del cumplimiento del fallo popular y se decida acerca de los lineamientos por estas propuestos para la expedición de licencias de construcción o urbanísticas.
De conformidad con lo expuesto, la Sala negará el amparo de los derechos fundamentales invocados por el señor Luis Fernando de Guzmán Mora dentro de la acción de tutela por él presentada contra la subsección B de la sección segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, la Secretaría Distrital de Ambiente y la Corporación Autónoma Regional (CAR).

En mérito de lo expuesto el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, administrando justicia y por autoridad de la ley,

FALLA

I. NEGAR el amparo de los derechos fundamentales del señor Luis Fernando de Guzman  Mora, dentro de la acción de tutela por él presentada en contra de la subsección B de la sección segunda del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, la Secretaría Distrital de Ambiente y la Corporación Autónoma Regional (CAR), de conformidad con las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

II. NOTIFICAR esta providencia por telegrama o por el medio más expedito de conformidad con lo dispuesto por el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991, para los fines ahí contemplados. 

III. En acatamiento de las disposiciones del artículo 31 ibídem, DE NO SER IMPUGNADA dentro de los tres (3) días siguientes a la notificación de la providencia, REMITIR el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

La anterior providencia fue estudiada y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

SANDRA LISSET IBARRA VÉLEZ

CÉSAR PALOMINO CORTÉS            CARMELO PERDOMO CUÉTER
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